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La minería canadiense en el mundo

El 3 de noviembre de 2004, el embajador canadiense en Guatemala, James Lambert, escribió un articulo en Prensa Libre,
en el cual él describió los beneficios económicos y la responsabilidad socio-ambiental que la industria minera canadiense
demuestra en Canadá.  La historia de la minería en Canadá, así como las otras industrias extractivas de recursos naturales,
está llena de conflictos y desgracias a causa de las empresas canadienses.  En Canadá hemos avanzado mucho en la
legislación y los controles que protegen al medio ambiente y a las comunidades, pero no fueron las empresas las que
adelantaron el proceso – fue la sociedad civil que empujó a nuestro gobierno a hacer los cambios necesarios.  Sin embargo
seguimos con conflictos y desastres en la explotación de nuestros propios recursos naturales.

No sabemos donde el Señor Embajador ha encontrado las cifras sobre el impacto positivo de la minería en 200
comunidades indígenas, porque hay menos de 20 comunidades indígenas en Canadá quienes han negociado acuerdos con
compañías minerías.  Según estudios públicos, las actividades mineras han dejado miles de minas abandonadas en los
territorios indígenas, muchas de ellas derramando  desechos tóxicos en el abastecimiento de agua.  Es cierto que algunas
comunidades indígenas se han beneficiado oportunidades de empleos y negocios pero la mayoría no lo han beneficiado.
 
Pero como se dijo el 4 de noviembre en Prensa Libre, la situación de la industria minera en Canadá tiene poco que ver con
la situación actual o futura en Guatemala donde las empresas no trabajan bajo las mismas normas que hay en Canadá.
Creemos que la historia del comportamiento de las empresas canadienses en la misma Guatemala, como en otros países
del Sur, daría mucho más luz sobre la problemática potencial de las empresas mineras canadienses en Guatemala.  Por eso
queremos presentar una pequeña parte de la historia de la minería canadiense en el mundo.  Es una historia sucia.

En Guatemala los documentos de la Comisión de Esclarecimiento Histórica demuestran que durante los años de la violencia
la empresa Exmibal, una filial de la gigantesca corporación canadiense INCO, fue implicada en varios actos violentos y
represivos.  (Recientemente INCO vendió Exmibal a Skye Resources, otra compañía canadiense.)

Más recientemente, en 1995, un desastre ecológico de gran escala ocurrió en la mina Omai, en Guyana, perteneciente a la
empresa canadiense Cambior.  Cuatro y medio millones de metros cúbicos de aguas residuales mineras altamente
contaminadas con cianuro escaparon de una embalse hacia el río Essequibo de Guyana.  Los impactos del derrame fueron
que un tramo de 80 km. del río se declaró como una zona de desastre ambiental y 50% de los residentes locales (en su
mayoría indígenas) sufrieron algún tipo de impacto en su salud.  Por ejemplo los niños sufrieron desmayos, lesiones y
erupciones; hubo una extensiva contaminación de fuentes de agua; se perdió vida acuática; y se sospechan tres casos de
envenenamiento mortal.

Hoy en día, la empresa minera Glamis que está desarrollando la mina Marlin en el departamento de San Marcos, Guatemala,
también maneja la mina San Martín en Honduras.  Allí se ha documentado impactos negativos en la salud de los niños como
enfermedades de la piel y la pérdida de su cabello.  Un informe comisionado por Caritas-Honduras documentó la presencia
de metales pesados en el agua, por sobre los niveles aceptables.  Las comunidades cerca de San Martín, con el apoyo del
Cardenal Hondureño Oscar Andrés Rodríguez, han protestado en contra de la presencia de la mina desde 2002.

En el caso de Perú las compañías Canadienses forman la mayor parte de la inversión internacional en la industria minera.
Contra los deseos de las comunidades, la empresa Manhattan Minerals Corp. quiso desarrollar una mina en la región de
Tambogrande.  Después de paros y manifestaciones de hasta 10,000 personas, el gobierno peruano rechazó la propuesta
de Manhattan, que inmediatamente sus intereses peruanos para buscar oportunidades en otros países.  ¿Porqué tenían los
comuneros una reacción tan fuerte contra la propuesta? Simplemente no querían perder sus fuentes de agua, ni sus
cosechas de mangos y limas, ni sus propias viviendas – porque el desarrollo de la mina requeriría la destrucción de su vida
cotidiana.  Incluso a nivel nacional, los resultados de un proyecto entre organizaciones canadienses y peruanas indica que
en Perú, durante los últimos años, la industria minera ha tenido diversos impactos negativos graves tales como
contaminación de aguas y suelos y destrucción de flora y fauna.  Además, no había mayor control de las normas legales,
había aumento de conflictos y tensiones en los gobiernos locales y no había mayores ingresos económicos para las
comunidades.

También hay muchos otros ejemplos de las Islas Filipinas, de Indonesia y de África de los impactos negativos de compañías
minerías canadienses.  Para los organismos sociales y ambientales canadienses esta situación produce una profunda
vergüenza.  Luchamos aquí en Canadá para que el pueblo canadiense también sepa esta realidad que hoy se desconoce.
También lucharemos para que nuestro gobierno deje de ayudar directamente e indirectamente a las empresas que sacan los
recursos de otros países para llenar los bolsillos de sus inversionistas.  Soñamos con un futuro en que los propios
guatemaltecos serán los que reciban los beneficios de sus propios recursos naturales.

Hacemos un llamado a nuestro gobierno para que reconozca que Glamis Gold Ltd. recibió del gobierno guatemalteco una
concesión minera sin un adecuado proceso de consultación.  Esto claramente viola el Convenio 169 sobre los derechos de
los Pueblos Indígenas y Tribales de la Organización Internacional del Trabajo, el cual fue firmado por Guatemala.

Esperamos que, si se desarrolla la industria minera, sea en una forma que respete el derecho de todos los guatemaltecos de
determinar su propio desarrollo, y que respete la dignidad del pueblo guatemalteco y de la naturaleza.
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